
CESAR CAMACHO QUIROZ, Gobernador del Estado Libre y Soberano de México, a sus 
habitantes, sabed:  
 
Que la Legislatura del Estado, ha tenido a bien aprobar el siguiente: 
 
 

DECRETO NUMERO 111 
 
 
La H. "LIII" LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO 
 
 
D E C R E T A : 
 
 

CODIGO FINANCIERO DEL ESTADO DE MEXICO Y MUNICIPIOS  
 

TITULO PRIMERO 
DE LAS DISPOSICIONES PRELIMINARES 

 
Artículo 1.- Las disposiciones de este Código son de orden público e interés general y tienen 
por objeto regular la actividad financiera del Estado de México y municipios, en el ámbito de 
sus respectivas competencias.  
 
La actividad financiera comprende la obtención, administración y aplicación de los ingresos 
públicos, así como lo conducente a la transparencia y difusión de la información financiera 
relativa a la presupuestación, ejercicio, evaluación y rendición de cuentas, en apego a las 
disposiciones legales aplicables en la materia. 
 
Artículo 2.- Los actos, procedimientos y resoluciones que dicten o ejecuten las autoridades, así 
como las inconformidades que se susciten por la aplicación de este ordenamiento, se 
tramitarán y resolverán conforme a las disposiciones del Código de Procedimientos 
Administrativos del Estado de México, salvo que se trate de actos y procedimientos regulados 
expresamente en este Código. 
 
Artículo 3.- Para efectos de este Código, Ley de Ingresos del Estado y del Presupuesto de 
Egresos se entenderá por: 
 
I. Derogada. 
 
II. Ampliación de Recursos Presupuestarios. A la adecuación presupuestaria que implique un 
aumento líquido o compensado a la asignación de una clave presupuestaria. 
 
III. Asociación en Participación. Es un contrato por el cual una persona concede a otras que le 
aporten bienes o servicios, una participación en las utilidades y en las perdidas de una 
negociación mercantil o de una o varias operaciones de comercio.  
 
Para efectos fiscales, las asociaciones en participación se consideran personas jurídicas 
colectivas. 
 
IV. Ayuntamiento. A los Ayuntamientos del Estado de México. 
 
V. Cancelación de Recursos Presupuestarios. A la adecuación presupuestaria que reduce el 
presupuesto autorizado a las unidades ejecutoras. 
 
VI. Catálogo General de Puestos. Instrumento administrativo en el que se reúne, clasifica y 
sistematiza la información de los empleos públicos y que define la naturaleza, objetivos, tipos, 
especificaciones, categorías y requisitos para ocuparlos. Así mismo, incluirá por puesto, las 
políticas genéricas para la asignación de prestaciones y estímulos o beneficios adicionales al 
salario; 



XXXVI. Informar anualmente al Consejo las actividades del Instituto. 
 
XXXVII. Nombrar y remover al personal del Instituto. 
 
XXXVIII. Administrar el patrimonio del Instituto. 
 
Artículo 254 Bis.- Para el conocimiento, seguimiento y resolución de asuntos que se 
desprendan del funcionamiento del Sistema de Coordinación Hacendaria, el Instituto contará 
con las Coordinaciones de Normas, Procedimientos y Evaluación; Capacitación; Estudios 
Hacendarios; y de Operación Regional. 
 
Para la atención y resolución de problemas específicos, el Consejo Directivo o el Vocal Ejecutivo 
con autorización de aquél, podrán formar comisiones regionales o especializadas, las cuales 
estarán integradas por el Vocal Ejecutivo, quién las presidirá, y los tesoreros de los municipios 
involucrados. 
 
En estas comisiones se podrá invitar a participar a instituciones académicas, de investigación y 
agrupaciones del sector social y privado relacionadas con la materia hacendaria. 
 
Artículo 255.- El Instituto Hacendario del Estado de México ejecutará el pr ograma y ejercerá 
el presupuesto que anualmente apruebe el Consejo Directivo. 
 
Los recursos necesarios para el funcionamiento del instituto, serán aportados en partes iguales 
por los municipios y el Gobierno del Estado. 

 
 

TITULO OCTAVO  
DE LA DEUDA PUBLICA  

 
CAPITULO PRIMERO 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 256.- Para los efectos de este Código la deuda pública está constituida por las 
obligaciones de pasivo directas, indirectas o contingentes, derivadas de financiamientos a cargo 
de: 
 
I. El Estado.  
 
II. Los municipios. 
 
III. Los organismos públicos descentralizados estatales o municipales. 
 
IV.  Las empresas de participación estatal o municipal mayoritaria. 
 
V. Los fideicomisos en que el fideicomitente sea alguna de las entidades públicas señaladas 

en las fracciones anteriores. 
 
Artículo 257.- Se entiende por financiamiento, la contratación de créditos, empréstitos, 
refinanciamientos, reestructuraciones  o préstamos derivados de: 
 
I. La suscripción, emisión, canje o modificación de títulos de crédito o de cualquier otro 

documento pagadero a plazos; 
 
II. Los pasivos contingentes relacionados con los actos mencionados en la fracción 

anterior. 
 
Artículo 258.- Para efectos de este título se entenderá por: 
 
I. Endeudamiento: Conjunto de créditos contratados con instituciones financieras o 

empresas, así como el derivado de la emisión de valores; 

Octavio
Rectángulo



 
II. Endeudamiento neto: Es el resultado de restar a las contrataciones las amortizaciones 

pagadas en un ejercicio fiscal. Hay endeudamiento neto cuando en un ejercicio fiscal la 
contratación es superior a la amortización, en caso contrario habrá desendeudamiento 
neto. 

 
III. Endeudamiento autorizado: Es el monto de Endeudamiento autorizado en la Ley de 

Ingresos o en sus modificaciones para el ejercicio fiscal correspondiente; 
 
IV.  Amortización de la deuda: Pago de capital mediante la liquidación de una obligación 

total o en parcialidades. 
 
V.  Intereses: Es el costo del dinero que aplica una institución financiera o empresa por el 

otorgamiento de un crédito. 
 
VI.  Revaluación de la deuda: Es el incremento o actualización que sufre la unidad de 

inversión (UDI), producido por el efecto de la inflación. Su valor evoluciona en la misma 
proporción del índice nacional de precios al consumidor. 

 
VII.  Saldo de la deuda pública: Es el adeudo total que se tiene a una fecha determinada. 
 
VIII. Refinanciar: Acto de contratar un nuevo crédito para amortizar la deuda existente, con la 

finalidad de garantizar las mejores condiciones de crédito. 
 
IX. Reestructurar: Acto de modificar cualquier condición de la de uda con el acreedor 

existente, de conformidad con lo establecido en el presente Título, sin que sea 
expresamente su intención novarlo en forma alguna. 

 
X. Periodo de Gracia: Plazo que se concede a los acreditados para comenzar a pagar su 

primer vencimiento de capital e intereses. 
 
Artículo 259.- La deuda pública se integra por:  
 
I. La deuda pública del Estado: 
 

A). Directa, la que contrate el Gobierno del Estado. 
 

B). Indirecta, la que contraten sus organismos públicos descentralizados, las 
empresas de participación mayoritaria y fideicomisos. 
 

C).  Contingente, la que contraiga el Gobierno del Estado como aval o deudor 
solidario de las entidades públicas señaladas en el inciso que antecede, así como 
de los municipios. 

 
II. La deuda pública de los municipios: 
 

A). Directa, la que contraten los ayuntamientos. 
 

B). Indirecta, la que contraten los organismos públicos descentralizados 
municipales, empresas de participación municipal mayoritaria y fideicomisos en 
los que el fideicomitente sea el propio ayuntamiento. 
 

C).  Contingente, la contraída por los ayuntamientos como avales o deudores 
solidarios de las entidades públicas señaladas en el inciso anterior. 

 
Artículo 260.- En los términos del artículo 117 fracción VIII de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos las obligacione s de deuda pública estarán destinadas al 
financiamiento de inversiones públicas productivas; a la prestación de servicios públicos que en 
forma directa o mediata generen recursos públicos, incluyendo sin limitar, la contratación de 
obligaciones de deuda pa ra el pago de pasivos anteriores o la reestructuración de pasivos a 



cargo del Estado y/o de los Municipios. 
 
Estas obligaciones podrán incrementar el saldo de la deuda pública, cuando los costos del 
financiamiento se incrementen por efecto de la inflación o cuando por circunstancias especiales 
el costo financiero sea mayor a lo presupuestado, debiendo informar de esta circunstancia a la 
Legislatura. 
 
Se entiende por Deuda Pública la que contraiga el Gobierno del Estado como responsable 
directo y como avalista o deudor solidario de sus organismos descentralizados, empresas de 
participación mayoritaria y sus respectivos fideicomisos públicos o municipios, siempre que no 
estén dentro de las prohibiciones previstas por la fracción VIII del artículo 117 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Artículo 261.- Son autoridades en materia de deuda pública, la Legislatura, el Gobernador y 
los ayuntamientos. 
 
Artículo 262.- Es competencia de la Legislatura autorizar: 
 
I. Los montos máximos de endeudamiento anual en la correspondiente Ley de Ingresos en 

términos de lo dispuesto por el artículo 260 del presente Código.  
 
II. Los financiamientos a ser celebrados por el Estado y comprendidos en los montos 

máximos de endeudamiento de la Ley de Ingresos aplicable que el Gobernador decida 
someter a consideración de la Legislatura. 

 
III. La afectación de los ingresos y/o del derecho a las participaciones que en ingresos 

federales correspondan al Estado como fuente de pago, garantía, o ambos, de las 
obligaciones que contraigan, así como la afectación del derecho y/o de los ingresos del 
Estado derivados de otros recursos federales susceptibles de afectación. Igualmente 
corresponderá a la Legislatura, a solicitud del Gobernador, la aprobación de la 
desafectación de esos ingresos o derechos, para lo que deberá constar el previo 
consentimiento expreso de los acreedores en cuyo favor se hayan afectado.  

 
IV.  Los montos de endeudamiento adicionales a los previstos en la Ley de Ingresos para el 

ejercicio correspondiente, cuando se presenten circunstancias extraordinarias ajenas al 
control del ayuntamiento o del Gobierno del Estado, o exista una declaratoria de 
emergencia o desastre, en términos de la legislación correspondiente. 

 
V. La contratación de financiamiento y la reestructuración de créditos de los 

ayuntamientos cuando el plazo de amortización exceda el período constitucional para el 
que fue electo el Ayuntamiento. 

 
VI.  Cuando dos o más municipios sometan por sí o conjuntamente y a través del Ejecutivo 

Estatal, una iniciativa ante la Legislatura para que se expida una autorización global 
para la afectación de aportaciones federales susceptibles de afectarse de conformidad 
con la legislación aplicable como garantía y/o fuente de pago de los financiamientos que 
contraten, incluyendo el mecanismo, el cual se podrá constituir por conducto del 
Ejecutivo Estatal, en el entendido de que, cuando sea a través de fideicomiso, éste podrá 
captar la totalidad de las aportaciones susceptibles de afectarse de conformidad con la 
legislación aplicable y e l mismo no será considerado organismo auxiliar de la 
administración pública estatal ni municipal; a dichos esquemas se podrán adherir 
aquellos municipios que así lo consideren conveniente y obtengan la autorización de sus 
respectivos ayuntamientos. Dicha autorización se podrá otorgar a través de Decretos 
específicos. 

 
Para el caso de que los plazos de amortización de los financiamientos a contratar 
conforme lo previsto en el presente artículo excedan de la administración municipal, se 
deberá contar con la autorización de la Legislatura para el endeudamiento.  

 
La Legislatura verificará que las operaciones de deuda pública, se realicen de acuerdo con las 



disposiciones de este Código a través de los informes que presente el Ejecutivo con base en la 
fracción XI del artículo 263 del presente Código. 
 
Artículo 263.- Corresponde al Gobernador en materia de deuda pública, por conducto de la 
Secretaría: 
 
I. Asesorar técnicamente y apoyar a los municipios y a las entidades públicas en la 

gestión, concertación y contratación de sus operaciones. 
 
II. Celebrar contratos, convenios y demás instrumentos legales relacionados directa o 

indirectamente con la obtención, refinanciamiento, reestructuración, manejo, 
operación, gestión y demás actos vinculados con la deuda pública. Para tal efecto, 
podrá negociar y estipular en los instrumentos respectivos, las cláusulas usuales de los 
financiamientos, tales como las aplicables a entregas de información, obligaciones 
accesorias y jurisdicción, entre otras. El Gobernador informará de los contratos y 
convenios celebrados en los informes que presente con base en la fracción XI de este 
artículo; 
 

III. Constituir las garantías y fuentes de pago directas y/o indirectas de las obligaciones 
contraídas en términos de la fracción anterior, además de aquéllas que se contraigan 
con el carácter de aval y/u obligado solidario; 
 

IV.  Analizar y otorgar, en su caso, el aval por las obligaciones de pasivo que contraigan los 
municipios y las entidades públicas y hacer los registros correspondientes, 
informándole de ello a la Legislatura. 
 

V. Operar el Registro de Deuda Pública. 
 

VI.  Reestructurar o refinanciar los créditos adquiridos como deudor directo, responsable 
solidario o aval. 

 
VII. Vigilar que las operaciones de financiamiento no rebasen los montos de endeudamiento 

autorizados por la Legislatura. 
 

VIII. Expedir los certificados de afectación de los ingresos estatales y municipales, así como 
las participaciones derivadas del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, cuando el 
Estado y los ayuntamientos respectivamente las otorguen como fuente o garantía de 
pago o ambas, de las obligaciones que contraigan. 
 

IX.  Solicitar a los municipios y a las entidades públicas información sobre sus operaciones 
financieras y  el estado que guarda su deuda pública. 

 
X. Administrar la Deuda Pública del Estado, promover la operación de instrumentos y 

modalidades de financiamiento incluyendo emisión y colocación de valores, constitución 
de fondos y otros que autoricen las leyes. 

 
XI.  Informar trimestralmente a la Legislatura o cuando esta lo solicite acerca de las 

operaciones de deuda pública y su aplicación en los meses de abril, julio y octubre, y el 
correspondiente al cierre del ejercicio, a través de la presentación de la cuenta pública. 

 
XII. Publicar trimestralmente la información contenida en el Registro de Deuda  Pública. 
 
XIII. Notificar a la Tesorería de la Federación, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o 

a cualquier otra autoridad del orden federal que resulte competente, en el supuesto de 
que el Estado haya afectado a un fideicomiso su derecho a percibir ingresos 
provenientes de la Federación como garantía y/o fuente de pago de sus obligaciones. La 
notificación tendrá por efecto que los montos que le correspondan al Estado sean 
entregados de manera directa al fideicomiso correspondiente. La mencionada 
notificación no podrá ser revocada sin la autorización de la Legislatura previo el 
consentimiento por escrito de los acreedores del fideicomiso de que se trate. 



 
XIV. Acordar que el fiduciario de los fideicomisos materia del inciso anterior aplicará al pago 

de los financiamientos las cantidades recibidas directamente de la Tesorería de la 
Federación, o en su caso del Estado, en los términos estipulados en los instrumentos en 
los que se documente el fideicomiso respectivo y los financiamientos de que se trate. El 
fiduciario del fideicomiso respectivo efectuará, en todo momento, los pagos de los 
financiamientos, sin que se requiera instrucción del Estado o notificación al mismo. 
 

Artículo 264.- Los ayuntamientos de acuerdo a sus atribuciones podrán: 
 
I. Celebrar contratos, convenios y demás instrumentos legales relacionados directa o 

indirectamente con la obtención, manejo, operación, gestión y demás actos vinculados 
con la deuda pública, cuyo destino sea el objeto pactado, informando trimestralmente a 
la Legislatura o cuando ésta lo solicite, acerca de las operaciones de deuda pública y su 
aplicación en los meses de abril, julio y octubre y el trimestre correspondiente al cierre 
del ejercicio, a través de la presentación de la cuenta pública. 

 
II. Reestructurar los créditos adquiridos como deudor directo o responsable solidario. 

 
III. Constituir por si o con el apoyo del Ejecutivo Estatal, las garantías y fuentes de pago 

directa y/o indirecta de las obligaciones contraídas en términos de la fracción I del 
presente artículo, además de aquellas que se contraigan con el carácter de aval y 
obligado solidario, en términos de la fracción I del presente artículo. 

 
IV.  Afectar como fuente o garantía de pago o ambas, de las obligaciones que contraigan los 

municipios, incluyendo la emisión de valores representativos de un pasivo a su cargo 
para su colocación en el Mercado de Valores, sus ingresos derivados de contribuciones, 
productos, aprovechamientos y accesorios, así como las participaciones derivadas del 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

 
Además de los ingresos mencionados en el párrafo anterior, serán susceptibles de 
afectación las aportaciones del Fondo para la Infraestructura Social Municipal, en los 
términos y para los fines establecidos en los artículos 25 fracción III, 33 inciso a) y 50 de 
la Ley de Coordinación Fiscal, así como 230 y 239 del presente Código. 
 
En la emisión de valores serán aplicables las condiciones y requisitos previstos en los 
artículos 265-B, 265-C, 265-D y 265-E de este Código.  

 
Las inversiones públicas productivas que se cubrirán con los recursos derivados de la 
emisión de valores deberán ser publicadas en la Gaceta Municipal o en la Gaceta del 
Gobierno del Estado, en un plazo no mayor de quince días posteriores a la aprobación 
de la Legislatura. 

 
V. En los casos señalados en las fracciones I, II y IV cuyos plazos de amortización excedan 

el período constitucional para el que fue electo el Ayuntamiento, éste deberá contar con 
el acuerdo de las dos terceras partes de sus miembros y justificar plenamente la 
necesidad que se tiene para excederse del período constitucional, sometiéndolo a la 
aprobación de la Legislatura atendiendo a las disposiciones contenidas en el artículo 
260 de este Código. 

 
En el caso de la contratación de créditos para reestructuración de pasivos, los 
ayuntamientos deberán presentar el análisis de los ahorros que dicha acción propiciaría.  

 
Artículo 265.- La emisión de bonos, valores y otros títulos de deuda serán pagaderos en 
moneda nacional y dentro del territorio de la República; y  tanto en el acta de emisión como en 
los títulos, deberán citarse los datos de su inscripción en el registro de deuda pública. 
Asimismo, deberá constar la prohibición de su venta a extranjeros, sean estos gobiernos, 
entidades gubernamentales, sociedades, particulares u organismos internacionales; sin estos 
datos los títulos carecerán de  validez. 

 



Artículo 265-A.- El Estado por conducto del Gobernador a través de la Secretaría y previa 
autorización de la Legislatura, podrá afectar como fuente o garantía de pago, o ambas, de las 
obligaciones que contraiga: 
 
I. Los ingresos estatales derivados de contribuciones, productos, aprovechamientos y 
accesorios; 
 
II. Los ingresos y/o el derecho a las participaciones que en ingresos federales le correspondan 
al Estado; 
 
III. Otros re cursos federales de naturaleza análoga o conexa a los referidos en el párrafo 
anterior que sean susceptibles de afectación o de aplicación especial para el pago o garantía de 
financiamientos; 
 
IV. En su caso, cualesquiera otros ingresos o derechos que sustituyan a los previstos en las 
fracciones anteriores. 
 
Para la afectación de los ingresos y/o derechos referidos en las fracciones anteriores del 
presente artículo, el Estado, por conducto del Gobernador a través de la Secretaría y previa 
autorización de la Legislatura, podrá constituir fideicomisos en los que afecte irrevocablemente 
los ingresos y/o el derecho a la totalidad o a un porcentaje de dichos recursos. Lo anterior en el 
entendido que el Estado no podrá de forma alguna revocar o revertir dicha afectación sin la 
autorización de la propia Legislatura y de los acreedores correspondientes. La afectación 
materia de este artículo estará sujeta a lo previsto en el presente Código, el decreto por el que la 
Legislatura autorice la Constitución del respectivo fideicomiso y a sus modificaciones en la 
medida que éstas no afecten adversamente derechos adquiridos por los acreedores 
correspondientes o siempre que sean consentidas por los mismos en los convenios 
modificatorios pertinentes al efecto. 
 
Los fideicomisos a que se refiere el párrafo anterior deberán ser inscritos en el Registro de 
Deuda Pública, y serán considerados como acreedores para los efectos de prelación y 
preferencia en el pago en relación con otros acreditantes que no sean fideicomisarios en dichos 
fideicomisos, en los términos previstos en los artículos aplicables. 
 
Cuando el derecho a percibir las participaciones en ingresos federales y los demás ingresos o 
derechos a que se refieren las fracciones anteriores, se hayan afectado a ese tipo de 
fideicomisos, y éstos no tengan el carácter de fideicomisos públicos de acuerdo con la 
legislación aplicable y tengan por propósito primordial o exclusivo el servir como medio de pago 
o garantía de deuda pública contratada por el Estado o de obligaciones que deriven de 
contratos celebrados conforme al Libro Décimo Sexto del Código Administrativo del Estado de 
México, las erogaciones que se realicen con cargo al patrimonio de dichos fideicomisos sólo 
estarán sujetas a las disposiciones establecidas en el decreto por el que la Legislatura autorice 
al Ejecutivo la creación del fideicomiso respectivo y a las reglas, controles y previsiones 
aplicables al fideicomiso de que se trate de acuerdo con las normas contractuales respectivas. 
Estos fideicomisos no estarán comprendidos en los previstos en el artículo 256, fracción V de 
este Código y aquéllos que garanticen obligaciones que deriven de contratos celebrados 
conforme al Libro Décimo Sexto del Código Administrativo del Estado de México podrán no 
constituir deuda pú blica. La Secretaría llevará un registro de estos fideicomisos  
 
La designación y remoción del fiduciario de los fideicomisos a que se refiere este artículo le 
corresponderá únicamente a las partes del mismo, conforme a los términos del respectivo 
fideicomiso. 
 
Artículo 265 -B.- Los valores, tales como los bonos, los certificados bursátiles, así como los 
certificados de participación ordinaria  y otros títulos de deuda que el Estado emita en serie o 
en masa y que estén destinados a circular en el mercado de valores, son títulos de deuda 
pública, sujetos a los siguientes requisitos y previsiones: 
 
I. Su emisión corresponderá al Gobernador por conducto de la Secretaría. 
 



II. Podrán ser emitidos por el Estado a través de un fideicomiso. 
 
III. Serán pagaderos en México, en moneda nacional. 
 
IV. Podrán estar denominados en unidades de inversión. 
 
V. Sólo podrán ser adquiridos por personas de nacionalidad mexicana. 
 
VI. Los recursos captados se destinarán a inversiones públicas productivas, en términos del 
artículo 260 de este Código.  
 
VII. Se inscribirán en la sección de valores de Registro Nacional de Valores y en la Bolsa 
Mexicana de Valores. 
 
VIII. Deberán contener los datos fundamentales de su autorización, de su inscripción en el 
Registro de Deuda Pública y la prohibición de su venta a extranjeros. 
 
IX. El Ejecutivo del Estado solo podrá emitir valores con una tasa de interés de hasta el 1% 
más del rendimiento de cualquier valor bursátil en el mercado nacional. 
 
X. Todo lo no previsto en este artículo, será resuelto por el Gobernador a través de la 
Secretaría. 
 
El resultado de lo anterior se hará del conocimiento de la Legislatura. 
 
Artículo 265 B Bis.- No se considerarán deuda pública las obligaciones de pasivo directas, 
indirectas o contingentes, derivadas de créditos, préstamos, empréstitos o financiamientos de 
cualquier naturaleza, incluyendo la emisión de valores, a cargo de los fideicomisos en que el 
fideicomitente sea un organismo público descentralizado, siempre y cuando (i) lo prevea 
expresamente la ley de creación  del organismo público descentralizado ; (ii) el fideicomitente no 
tenga obligación alguna, directa o contingente, de pago de los mencionados créditos, 
empréstitos, préstamos o financiamientos; y (iii) la fuente de pago del crédito, empréstito, 
préstamo o financiamiento se derive de la recaudación de derechos por la prestación de 
servicios de dicho organismo público descentralizado y no de cualquier otra contribución. 
Asimismo, no constituirá un financiamiento ni deuda pública, los recursos que, en su caso, 
reciban los organismos públicos descentralizados por cualquier concepto de parte de los 
fideicomisos mencionados. En adición a lo anterior, los organismos públicos descentralizados 
podrán otorgar garantías, en los términos que al efecto apruebe la Secretaría de Finanzas, en 
relación a las obligaciones asumidas por los fideicomisos que constituyan cuando así lo 
establezca la ley de su creación y previa autorización de la Legislatura, en cuyo caso las 
obligaciones de pasivo directas, indirectas o contingentes antes mencionadas serán deuda 
pública conforme a los términos del presente Título Octavo. Los fideicomisos a que se refiere 
este párrafo deberán tener como propósito principal contratar financiamientos, servir como 
medio de pago, medio alterno de pago, garantía y/o como emisores de valores. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los organismos públicos descentralizados 
podrán afectar en fideicomiso y/o transmitir, de cualquier forma, sus ingresos, presentes o 
futuros, derivados de la recaudación de derechos por los servicios que presten a cambio de una 
contraprestación o de los recursos que deban serle pagados por el fideicomiso correspondiente. 
El organismo público descentralizado, previa autorización de la Secretaría de Finanzas y a 
través del Ejecutivo del Estado, deberá someter a la aprobación de la Legislatura la afectación 
y/o transmisión de los ingresos al fideicomiso. Asimismo, el Estado no podrá de forma alguna 
revocar o revertir la mencionada afectación y/o transmisión, sin la autorización de la propia 
Legislatura, de los acreedores y/o fideicomisarios respectivos. 
 
Los fideicomisos a que se refiere este artículo no constituirán fideicomisos públicos 
paraestatales en términos de la Ley para la Coordinación y Control de Organismos Auxiliares 
del Estado de México. 
 
El Presupuesto de Egresos deberá prever las asignaciones presupuestales necesarias para 



reconocer los compromisos y obligaciones de dichos organismos descentralizados frente a los 
fideicomisos a los que se refiere el primer párrafo de este artículo. 
 
En caso de desincorporación y/o afectación de los ingresos del organismo público 
descentralizado, las erogaciones que se realicen con cargo al patrimonio del fideicomiso al cual 
sean afectados y/o transmitidos los ingresos, no serán consideradas como egresos para fines 
presupuestarios del Estado o del organismo descentralizado y sólo estarán sujetas a las 
disposiciones que se estipulen en el decreto por el que la Legislatura autorice la creación del 
fideicomiso correspondi ente, en el propio contrato de fideicomiso y a las reglas, controles y 
previsiones aplicables al fideicomiso de acuerdo con las normas contractuales respectivas. 
 
En ningún caso, la afectación y/o transmisión de los ingresos a que se refiere el presente 
artículo, se considerará como una afectación o transmisión de la atribución de recaudar las 
contribuciones de las que deriven los mencionados ingresos.  
 
La operación, control y régimen financiero de los fideicomisos a que se refiere este artículo no 
estará sujeta a las disposiciones de la administración pública estatal salvo respecto de los 
asuntos que, en su caso, prevean expresamente las leyes aplicables, estando sujetos 
exclusivamente a las disposiciones que se estipulen en el decreto por el que la Legislatura 
autorice su creación, en el propio contrato de fideicomiso y demás disposiciones contractuales 
aplicables, así como en las disposiciones mercantiles, financieras y/o bursátiles que 
correspondan. En este sentido, durante todo el tiempo que permanezca en vigor el fideicomiso 
los recursos que el fideicomiso adquiera por cualquier título, así como los recursos, ingresos, 
bienes, activos y/o derechos que el organismo público descentralizado transmita y/o afecte al 
mismo formarán parte del patrimonio de dicho fideicomiso y estarán destinados exclusivamente 
al cumplimiento de sus fines. 
 
Los ingresos que reciban los organismos públicos descentralizados de los fideicomisos privados 
en que participen como fideicomitentes en los términos de este artículo, deberán ser aplicados 
por el organismo público descentralizado correspondiente conforme a las disposiciones 
constitucionales y legales aplicables, en el entendido que los remanentes deberán ser 
transmitidos a la Secretaría de Finanzas o a quien esta última designe en los términos de las 
leyes aplicables, para su aplicación al gasto de inversión en obras y acciones y al pago de la 
deuda pública del Estado. 
 
Artículo 265 B Ter.- Los organismos auxiliares, en los términos previamente aprobados por la 
Secretaría de Finanzas, podrán celebrar convenios a través de los cuales asuman obligaciones 
de hacer y no hacer así como comparecer ante terceros y formular declaraciones en relación 
con operaciones de crédito, préstamo, empréstito, emisión de valores o financiamiento a cargo 
de fideicomisos a las que se refiere el artículo 265 B Bis de este Código las cuales no 
constituirán deuda  pública del Estado siempre que cuenten con esta atribución expresamente 
en la ley de su creación y dichas obligaciones y declaraciones no constituyan garantías en favor 
de terceros. En los convenios que celebren los organismos auxiliares conforme a lo antes 
mencionado, podrán obligarse a indemnizar del daño o perjuicio o la privación de cualquier 
ganancia lícita que se ocasione por el incumplimiento de las obligaciones de hacer y no hacer a 
su cargo o por la inexactitud de sus declaraciones, sin que ello constituya deuda pública. En 
los convenios a que se refiere este artículo, los organismos auxiliares no podrán pactar penas 
convencionales o pre determinar responsabilidades por daños y perjuicios en caso de 
incumplimiento. 
 
Artículo 265 B Quáter.- El Ejecutivo del Estado por conducto de la Secretaría de Finanzas 
podrá comparecer ante terceros para formular declaraciones en representación del Estado y 
celebrar convenios a través de los cuales el Estado pueda asumir obligaciones de hacer y no 
hacer en relación con operaciones de crédito, préstamo, empréstito, emisión de valores o 
financiamiento a cargo de fideicomisos a las que se refiere el artículo 265 B Bis de este Código, 
y obligarse a indemnizar del daño o perjuicio o la privación de cualquier ganancia lícita que se 
ocasione por el incumplimiento de dichas obligaciones de hacer y no hacer o por la inexactitud 
de sus declaraciones, sin que ello constituya deuda pública del Estado, siempre y cuando no se 
garanticen obligaciones a favor de terceros. Lo anterior, en el entendido de que en los convenios 
a que se refiere este artículo, no se podrán pactar penas convencionales o predeterminar 



responsabilidades por daños y perjuicios en caso de incumplimiento. 
 
Artículo 265-C.- El Gobernador por conducto de la Secretaría podrá ocurrir al mercado de 
valores para captar, mediante la emisión de valores, los recursos para financiar inversiones 
públicas productivas. 
 
Los valores serán colocados en el mercado de valores por un agente colocador, entre 
inversionistas mexicanos y dentro del territorio nacional, a través de la Bolsa Mexicana de 
Valores. 
 
Artículo 265-D.- Para efectos de la emisión de valores, podrán constituirse fideicomisos sobre 
las inversiones productivas creadas, con el propósito de eficientar el manejo de los recursos 
captados. 
 
Artículo 265 -E.- En todo lo referente al manejo, colocación, emisión y operación de los valores, 
se aplicará la Ley de Mercado de Valores y demás disposiciones legales. 
 
 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA CONTRATACION DE EMPRESTITOS Y CREDITOS  

 
Artículo 266.- Los financiamientos que contrate el Estado deberán de estar contemplados 
dentro de los montos máximos de endeudamiento establecidos en la Ley de Ingresos del Estado, 
en sus modificaciones o en las autorizaciones que en términos del artículo 262, fracción IV de 
este Código emita la Legislatura. 
 
De igual manera, la Legislatura deberá autorizar anualmente en la Ley de Ingresos los pasivos 
que se generen como resultado de erogaciones que se devenguen en el ejercicio fiscal pero que 
queden pendientes por liquidar al cierre del mismo. 
 
Artículo 266 Bis.- Las dependencias y entidades públicas del Gobierno del Estado no podrán 
celebrar contratos o convenios para la obtención de financiamientos en los que se afecten como 
fuente o garantía de pago los recursos del Gobierno del Estado sin autorización previa de la 
Secretaría. 
 
Artículo 267.- Cuando un ayuntamiento se coordine o asocie con otro, o con el Estado para la 
prestación de servicios públicos municipales, podrán contratar en forma consolidada las 
obligaciones a que se refiere el presente título; siempre y cuando se establezcan por separado 
las obligaciones a cargo de cada participante y de esta forma se inscribirán en el Registro de 
Deuda Pública. 
 
Artículo 268.- La contratación de obligaciones directas a corto plazo, no formará parte de la 
deuda pública, cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
 
I. El saldo total acumulado de estos créditos no exceda al cinco por ciento de los ingresos 

ordinarios del ejercicio fiscal correspondiente. 
 
II. El plazo de su vencimiento no rebase 90 días naturales. 
 
III. Derogada. 

 
IV.  No se afecten en garantía o como fuente de pago los ingresos provenientes de las 

participaciones derivadas de la Coordinación Fiscal. 
 
Artículo 269.- El Estado podrá otorgar su aval, cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
 
I. Que el importe a contratar se encuentre dentro de los montos de endeudamiento anual 

autorizados por la Legislatura en la Ley de Ingresos del Estado, en sus modificaciones o 
en las autorizaciones que en los términos del artículo 262, fracción IV de este Código 
emita la Legislatura. 



 
II. Que el plazo de amortización no exceda el período constitucional para el que fue ele cto 

el ayuntamiento, salvo por autorización de la Legislatura. 
 
III. Derogada. 
 
IV.  Que el solicitante acredite que cuenta con elementos económicos suficientes para hacer 

frente a la obligación contraída. 
 
V. Que las entidades públicas estén al corriente en la información que deben proporcionar 

al Registro de Deuda Pública, en los casos no previstos se requerirá la autorización de la 
Legislatura. 

 
Artículo 270.- El Estado y los municipios, inscribirán los documentos en que consten sus 
obligaciones directas y contingentes en el Registro de Deuda Pública. 
 
Artículo 270 Bis.- Tratándose de proyectos de infraestructura de largo plazo, referidos a 
actividades prioritarias y mediante los cuales el Estado y los municipios adquieran bienes o 
servicios o realicen obras de infraestructura física bajo cualquier modalidad, cuya fuente de 
pago sea exclusivamente el flujo de recursos que el mismo proyecto genere, no se considerarán 
deuda. Los ingresos y egresos de dichos proyectos se considerarán para su autorización y se 
presupuestarán para su pago en la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos de cada ejercicio 
fiscal según corresponda. 
 
Artículo 271.- Los municipios podrán comprometer y otorgar en pago o como garantía de pago 
para la contratación de sus obligaciones directas y conti ngentes, hasta el 30% del monto anual 
de sus ingresos por participaciones derivadas de la Coordinación Fiscal. 
 
Así como también, los recursos que anualmente les correspondan a los Municipios por 
concepto de aportaciones del Fondo para la Infraestructura Social Municipal, conforme al 
porcentaje que para el caso establezcan los lineamientos vigentes. 
 
Para efectos del presente artículo, en caso de adeudos cuyos plazos de amortización requieran 
exceder el término de la gestión municipal, deberán contar con la autorización de la Legislatura 
o la Diputación Permanente, de conformidad a lo establecido en la fracción III del artículo 33 de 
la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, se considerará en pago o como garantía de 
pago, únicamente respecto de la suma de amortización de deuda e intereses por servicio de la 
misma, que corresponda a cada ejercicio fiscal. 
 
Las operaciones de financiamiento y/o reestructuración de créditos celebradas al amparo del 
párrafo anterior, no deberán considerar Periodo de Gracia alguno y sus amortizaciones de 
capital deberán ser iguales o decrecientes. 
 
Artículo 272.- Cuando los municipios, los organismos descentralizados, las empresas de 
participación mayoritaria y los fideicomisos requieran la garantía del Estado, deberán formular 
solicitud acompañando la información que la Secretaría determine.  En este caso la solicitud se 
hará por acuerdo del ayuntamiento, organismo o fideicomiso, proporcionando el acta certificada 
de cabildo, el acuerdo del órgano de gobierno o consejo directivo, según sea el caso, en el que se 
justifique la necesidad del crédito o empréstito. 
 
 

CAPITULO TERCERO 
DE LA INSCRIPCION  EN EL REGISTRO DE DEUDA PUBLICA 

 
 
Artículo 273.- Todas las obligaciones de pasivo directas, indirectas y contingentes que 
contraigan el Estado, los Municipios y las Entidades Públicas, así como los fideicomisos a que 
se refiere el artículo 265-A del presente Código, se inscribirán en el Registro de Deuda Pública, 
el que será considerado como información pública de oficio y se difundirá en la página de 
internet de la Secretaría de Finanzas y del Órgano Superior de Fiscalización del Estado 



actualizándose trimestralmente, con las excepciones de reservar la confidencialidad en la 
información que establezcan las disposiciones legales aplicables. 
 
La falta de inscripción a que se refiere el párrafo anterior dará lugar para la aplicación al 
servidor público responsable, de las sanciones a que se refiere el artículo 49 fracción V tercer 
párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. 
Asimismo, los particulares cualquiera que sea su carácter, con quienes se realicen actos o 
contratos en materia de deuda pública e incumplan con las obligaciones que los mismos les 
impongan, serán sancionados con una multa equivalente del 40 hasta el 70  por ciento de los 
daños causados a la hacienda pública dependiendo de la gravedad del incumplimiento y de la 
posibilidad de resarcir o no los daños, además de la prohibición para celebrar cualquier acto o 
contrato con la administración pública estatal o municipal dentro de un plazo de diez años a 
partir de que se compruebe el incumplimiento.  
 
Artículo 273 Bis.- Para que las entidades públicas obtengan financiamientos provenientes de 
las instituciones de crédito, deberán cumplir con la normatividad vigente y contar con la 
aprobación previa de sus órganos de gobierno y de la Secretaría. Los recursos a obtenerse por 
este mecanismo, deberán estar autorizados en su Presupuesto de Ingresos y no podrán exceder 
el monto autorizado en la Ley de Ingresos del Estado de México para el ejercicio fiscal del año 
que corresponda; estos ingresos serán intransferibles y aplicables únicamente al cumplimiento 
de acciones y ejecución de proyectos para los cuales fueron aprobados.  
 
Artículo 274.- El Estado, los municipios y las entidades públicas, para la inscripción de sus 
obligaciones de pasivo, así como para la modificación de éstas en el Registro de Deuda Pública, 
presentarán la siguiente documentación: 
 
I. El documento en el que conste el acto o contrato motivo de la obligación. 
 
II. En su caso, la autorización de la Legislatura. 
 
III. Copia certificada del acta en la que conste el acuerdo del consejo directivo u órgano de 

gobierno, mediante el que se autorizó la contratación del financiamiento, cuando se 
trate de organismos públicos descentralizados estatales o municipales, empresas de 
participación estatal o municipal mayoritaria y los fideicomisos en los que el 
fideicomitente sea el estado o los municipios. 

 
IV.  Copia certificada del acta de cabildo en la que conste el acuerdo del ayuntamiento para 

contratar el financiamiento y afectar como garantía o fuente de pago, o ambas, los 
ingresos por participaciones derivadas del Sistema de Coordinación Fiscal, de igual 
manera deberá contener la justificación de la contratación del financiamiento, su monto, 
plazo y destino. 

 
Artículo 275.- En el Registro de Deuda Pública se anotarán los siguientes datos:  
 
I. Número progresivo y fecha de inscripción. 

 
II. Las características del acto identificando las obligaciones contraídas, su objeto, plazo, 

monto y tasa de interés a la que se suscribe. 
 

III. La fecha del acta de cabildo o de la sesión del órgano de gobierno donde se autoriza a las 
entidades públicas contraer obligaciones y en su caso, a otorgar  garantías. 

 
IV.  Las garantías otorgada s y/o las fuentes de pago constituidas; 

 
V. Las cancelaciones de las inscripciones, cuando se acredite el cumplimiento de las 

obligaciones que las generaron con el finiquito emitido por los acreedores. 
 
En el caso de fideicomisos a que se refiere el artículo 265 A del presente Código se deberá 
inscribir además al fideicomiso, señalando los siguientes datos: 
 



a) Número progresivo y fecha de inscripción; 
 
b) Las características generales del fideicomiso correspondiente, indicando los conceptos 
mencionados en el artículo 265 A del presente Código, que integren su patrimonio; 
 
c) En su caso, la fecha del decreto de autorización de la Legislatura para la afectación de 
participaciones; 
 
d) Las obligaciones del Estado que tengan como fuente de pago y/o garantía al fideicomiso, 
identificando los acreedores originales, montos, plazos y tasas de interés; 
 
e) Las reglas de distribución de recursos previstas en el fideicomiso correspondiente; 
 
f) Las reglas o condiciones para la admisión de nuevos fideicomisarios al fideicomiso 
correspondiente. 

 
Artículo 276.- El número progresivo y fecha de inscripción en el Registro de Deuda Pública, 
darán preferencia a los acreedores para los efectos de exigibilidad en el pago de las obligaciones 
con cargo a la hacienda pública. Para todos los efectos legales, en el supuesto de que un grupo 
de acreedores soliciten, conjuntamente, su inscripción al Registro de Deuda Pública, se 
considerarán como inscritos con el mismo número progresivo y fecha de inscripción, por lo que 
tendrán la misma prelación y preferencia para el pago de sus obligaciones. 
 
No obstante lo anterior, en lo que respecta a la inscripción de las garantías o afectaciones de 
participaciones en ingresos federales, la aplicación de los recursos correspondientes se realizará 
con sujeción exclusiva a la prelación y preferencia que resulte del número progresivo y fecha de 
inscripción de la garantía o afectación aplicable. 
 
Cuando se constituyan garantías o se afecten los ingresos o los derechos a que se refiere el 
artículo 265-A del presente Código en fideicomisos u otros mecanismos que agrupen a diversos 
acreedores, la prelación y preferencia entre ellos, en relación con la garantía, los ingresos o los 
derechos afectados, será la que se estipule en las normas contractuales aplicables a dichos 
fideicomisos o mecanismos, con independencia de la que les corresponda en función del 
número progresivo y de la fecha de inscripción de sus respectivos créditos. 
 
Artículo 277.- La Secretaría expedirá a quienes acrediten su interés jurídico o legítimo, las 
certificaciones que soliciten respecto de las obligaciones inscritas en el Registro de Deuda 
Pública.  
 
Artículo 278.- El Estado, los municipios y las entidades públicas, tendrán las siguientes 
obligaciones: 
 
I. Llevar control de los empréstitos y créditos que contraten e inscribirlos en el Registro de 

Deuda Pública. 
 
II. Al efectuarse el pago parcial o total de las obligaciones, deberán comprobarlo ante la 

Secretaría para que se proceda a la cancelación parcial o total de las inscripciones 
correspondientes en el Registro de Deuda Pública. 

 
III. Informar a la Legislatura de las cancelaciones parciales o totales en el Registro de Deuda 

Pública. 
 
Artículo 279.- La inscripción en el Registro de Deuda Pública de las obligaciones directas, 
indirectas o contingente s a cargo de las entidades públicas a que se refiere el articulo 256 de 
este Código, confiere a los acreedores el derecho a que sus créditos, en caso de incumplimiento 
de pago, se cubran con cargo a las garantías o fuentes de pago que para este efecto se hayan 
señalado o, en su defecto, con cargo a la hacienda pública. 
 
Únicamente los acreedores que se encuentren inscritos en el Registro de Deuda Pública como 
beneficiarios de la afectación de ingresos o derechos a que se refiere el artículo 265-A del 



presente Código como garantía o fuente de pago, podrán hacer valer sus créditos con cargo a 
las mismas, según les corresponda. 
 
Artículo 280.- La Secretaría le correrá traslado al ayuntamiento, por conducto del presidente o 
síndico municipales, de la solicitud de pago presentada por el acreditante dentro de las setenta 
y dos horas hábiles siguientes a la fecha de su presentación.  El ayuntamiento, dentro de las 
setenta y dos horas hábiles siguientes, acreditará en su caso el pago. 
 
En el caso de no haberse acredi tado, la Secretaría procederá a programar el pago 
correspondiente con cargo a la garantía otorgada y de acuerdo a la disponibilidad de recursos. 
 
Artículo 281.- Cuando los organismos descentralizados, empresas de participación mayoritaria 
o fideicomisos estatales, incurran en mora en relación con deudas avaladas por el Estado o 
garantizadas con su responsabilidad solidaria, los acreditantes podrán presentar su solicitud 
de pago a la Secretaría, la que procederá al cumplimiento de la obligación, según su orden de 
prelación. 
 
En caso de no haberse comprobado el pago dentro de las siguientes setenta y dos horas el 
acreditante podrá solicitar la ejecución de la garantía otorgada, de existir ésta. 
 
Artículo 282.- Cuando el Estado incurra en mora, los acreditantes o la fiduciaria de los 
fideicomisos constituidos en términos del artículo 265 A del presente Código, según 
corresponda, podrán presentar su solicitud de pago ante la Secretaría, la que procederá al 
cumplimiento de la obligación en un plazo no mayor a setenta y dos horas hábiles, según su 
orden de prelación, con cargo a la hacienda pública estatal. 
 
Artículo 283.- Las operaciones de endeudamiento y su inscripción en el Registro de Deuda 
Pública, sólo podrán modificarse con los mismos requisitos y formalidades previstas para su 
inscripción en el artículo 274 del presente Código. 
 
Artículo 284.- Cuando un crédito esté totalmente amortizado se deberá dar de baja en el 
Registro de Deuda Pública. 
 
 

TITULO NOVENO 
DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS 

 
CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 285.- El Presupuesto de Egresos del Estado es el instrumento jurídico, de política 
económica y de política de gasto, que aprueba la Legislatura conforme a la iniciativa que 
presenta el Gobernador, en el cual se establece el ejercicio, control del gasto público y 
evaluación del desempeño de las Dependencias, Entidades Públicas, Organismos Autónomos, 
Poderes Legislativo y Judicial y de los Municipios a través de los programas derivados del Plan 
de Desarrollo del Estado de México, durante el ejercicio fiscal correspondiente, así como de 
aquellos de naturaleza multianual propuestos por la Secretaría. 
 
El gasto total aprobado en el Presupuesto de Egresos, no podrá exceder al total de los ingresos 
autorizados en la Ley de Ingresos. 
 
En el caso de los municipios, el Presupuesto de Egresos, será el que se apruebe por el 
Ayuntamiento. 
 
En la aprobación del presupuesto de egresos de los municipios, los ayuntamientos 
determinarán la remuneración que corresponda a cada empleo, cargo o comisión.  
 
Cuando se trate de la creación de un nuevo empleo cuya remuneración no hubiere sido fijada, 
deberá determinarse tomando como base la prevista para algún empleo similar.  
 


